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MENSAJE DE S.E. EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, CON EL QUE INICIA UN  PROYECTO DE ACUERDO QUE APRUEBA LA CONVENCIÓN que Suprime la Exigencia de Legalización de Documentos Públicos Extranjeros (Convención de la Apostilla),   adoptada el 5 de Octubre de 1961, en La Haya, Países    Bajos.
SANTIAGO, 5 de marzo de 2012.-
 MENSAJE Nº 430-359/

Honorable Senado:

A S.E.  EL
PRESIDENTE
DEL  H.

SENADO.
Tengo el honor de someter a vuestra consideración la Convención que Suprime la Exigencia de Legalización de Documentos Públicos Extranjeros (Convención de la Apostilla), adoptada el 5 de Octubre de 1961, en La Haya, Países Bajos.
I. ANTECEDENTES
La Convención de La Haya que Suprime la Exigencia de Legalización de  Documentos Públicos Extranjeros fue adoptada en el marco de las reuniones de la Conferencia de La Haya de Derecho Internacional Privado el 5 de Octubre de 1961 y entró en vigor el 24 de Enero de 1965. A la fecha, son parte de la Convención 102 Estados, entre ellos: Argentina, Australia,     Austria, Bélgica, Colombia, Ecuador,    España, Estados Unidos de América, Finlandia, Francia, Grecia, Honduras, Hungría, Israel, Italia, Japón, México, Noruega, Nueva Zelanda, Países Bajos, Panamá,    Polonia, Portugal, Perú, Reino Unido,   República Checa, Rusia, Sudáfrica, Suecia, Suiza, Turquía y Venezuela.  Se constituye así en  uno de los instrumentos internacionales más universales en este ámbito. Cada año se emiten millones de Apostillas en todo el mundo, resultando el más utilizado de los Convenios de La Haya. 
II. 
ESTRUCTURA Y CONTENIDO
1. 
Objeto de la Convención
La Convención, que consta de 15 artículos, tiene por propósito simplificar la autenticación de documentos públicos que deben ser presentados en el    extranjero, facilitando la circulación de los mismos cuando son  emitidos por un Estado Parte para ser utilizados en otro Estado Parte. 

La legalización se reemplaza por el otorgamiento de un certificado denominado “Apostilla”, el cual debe ser extendido en la manera y forma que prevé la Convención a petición de quien firma el documento o del portador  del mismo. Se anexa a la Convención, un modelo base de   Apostilla con sus respectivas especificaciones. 

2. 
El Certificado o Apostilla
El Certificado debe ser emitido por una Autoridad Competente del Estado que otorgó el documento. A tal efecto, cada Estado Contratante deberá designar expresamente las autoridades que tendrán   competencia para otorgarlo, lo que habrá de notificarse al depositario de la   Convención al momento de ratificar o      adherirse, según sea el caso. 

La “Apostilla” certifica la autenticidad de la firma, la calidad en que   actuó quien la suscribió y, si fuere  procedente, la identidad del sello o  timbre que el documento contenga. Los  requisitos copulativos para la expedición de una Apostilla son: (i) Que se trate de un documento emitido o autorizado en un Estado parte de la Convención; (ii) Que dicho documento vaya a ser utilizado en otro Estado parte de la Convención; y (iii) Que dicho documento tenga el carácter de público, de conformidad al artículo primero de la Convención. Si bien el carácter de público de un documento ha de ser determinado por la regulación interna del Estado del cual procede el documento, el artículo primero de la Convención   expresa que ha de entenderse bajo ese concepto una numeración no taxativa, así también como que la Convención no es aplicable a documentos expedidos por agentes diplomáticos o consulares, ni a documentos administrativos que se refieren directamente a una operación mercantil o aduanera. 

Como se expresara anteriormente, la Convención busca eliminar el procedimiento de legalización, disponiendo que cada Estado contratante debe  adoptar las   medidas necesarias para evitar que sus agentes diplomáticos o consulares procedan a efectuar legalizaciones, en los  casos en que la presente Convención   prevea la exención de las mismas, dejando el procedimiento de legalización de documentos, como una opción residual en    todos aquellos casos en que la Convención no sea aplicable.   

En consecuencia, la Convención modificará la forma  de acompañar los instrumentos públicos en juicio para los documentos provenientes de los Países Partes de ésta, fórmula prevista en el Nº 1 del artículo 345 del Código de Procedimiento Civil, toda vez que no se requerirá del atestado del agente diplomático o consular chileno, el cual se reemplazará por el certificado de la “Apostilla”. Dicha  norma, sin embargo, continuará rigiendo para los documentos provenientes de   países no Partes de la Convención. 

3. 
Documentos Públicos
La Convención se aplica únicamente a los documentos públicos y  no ofrece un concepto de instrumento público, sino que estipula que se consideran como tales los siguientes: 

a. Los documentos que emanan de una autoridad o funcionario dependiente de una jurisdicción  del Estado, incluyendo los provenientes del Ministerio Público, o de un secretario o un funcionario    judicial competente;

b. Los documentos administrativos;

c. Los documentos notariales;

d. Las certificaciones oficiales que hayan sido puestas sobre documentos   privados, tales como menciones de registro, comprobaciones sobre la certeza de una fecha y autenticaciones de firmas.

4. 
Documentos a los que no se aplicará la Convención 

Tal como se expresara anteriormente y según lo establece el artículo 1° de la Convención, párrafo final, este no se aplicará a los siguientes documentos:

a.  A los documentos expedidos por representantes diplomáticos o consulares.

b. A los documentos administrativos relacionados directamente con operaciones comerciales o aduaneras.

5. 
Implementación de la Convención
La adhesión de Chile a la Convención de la Apostilla, requerirá introducir adecuaciones a diferentes cuerpos legales, particularmente a los artículos 345 del Código de Procedimiento Civil y 420 del Código Orgánico de Tribunales, a los efectos de hacer coexistir las dos formas de acreditar la autenticidad de documentos públicos emanados del extranjero y  consignar que no será necesaria la protocolización de los instrumentos apostillados que sirvan para otorgar escrituras públicas en Chile, como asimismo  designar las autoridades competentes para  emitir la “Apostilla”, para lo cual se enviará al Congreso Nacional, en breve, el respectivo proyecto de Ley.

En mérito de lo anteriormente     expuesto y considerando que la aplicación de la Convención simplificará el procedimiento de autenticación de los documentos públicos para ser utilizados en el     extranjero y viceversa, introduciendo un procedimiento ágil, económico y certero para acreditar la autenticidad de los mismos, lo que conlleva importantes   ahorros de recursos financieros y humanos, conjuntamente con una agilización de muchos trámites, someto a Vuestra consideración el siguiente:

P R O Y E C T O  D E  A C U E R D O:

“ARTÍCULO ÚNICO.-   Apruébase la “Convención que Suprime la Exigencia de Legalización de Documentos Públicos Extranjeros”, adoptada el 5 de Octubre de 1961, en La Haya, Países Bajos.

Dios guarde a V.E.,


SEBASTIÁN PIÑERA ECHENIQUE


Presidente de la República

ALFREDO MORENO CHARME

Ministro de Relaciones Exteriores
TEODORO RIBERA NEUMANN

Ministro de Justicia

